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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
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El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional…
A su vez, la ley estatutaria 1755 de 2015, por medio de la cual fue regulado el Derecho Fundamental de Petición, en su artículo 1º sustituyó el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, en los siguientes términos:

“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción…”. (…)
Desde otra perspectiva, el derecho de petición implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario. (…)

… si durante el trámite de una acción de tutela sobrevienen hechos que hagan cesar la vulneración de los derechos fundamentales, la acción de amparo deja de ser el mecanismo apropiado y las decisiones que el juez constitucional pueda adoptar, resultarían inocuas, configurándose un hecho superado. 

En Sentencia T-022 de 2012 la Corte constitucional manifestó que, “si la situación fáctica que motiva la presentación de una acción de tutela se modifica porque cesa la acción u omisión que generaba la vulneración de los derechos fundamentales, dado que la pretensión esbozada para procurar su defensa está siendo debidamente satisfecha, y consecuentemente, cualquier orden de protección proferida sería inocua, lo procedente es que el juez de tutela declare la configuración de un hecho superado por carencia actual de objeto”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintiocho de marzo de dos mil diecinueve
Acta N° 0_____ de 28 de marzo de 2019
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver el recurso de apelación presentado por COLPENSIONES contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira el 26 de febrero de 2019 dentro de la acción de tutela que le promueve el señor WILLIAM MORALES MORALES.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

El señor Morales Morales que en la actualidad cuenta con 59 años, señala que en razón a que padece múltiples patologías solicitó a Colpensiones, el día 6 de diciembre de 2018, que procediera a calificar la pérdida de capacidad laboral, sin obtener satisfacción a su requerimiento, por lo que el día 9 de enero de 2019 remitió derecho de petición a esa entidad con el fin de que le fuera asignada cita para la valoración, sin lograr respuesta alguna.
Por lo anterior solicita la protección de su derecho fundamental de petición y como consecuencia se ordene a Colpensiones dar respuesta de fondo a las reclamaciones elevadas el 6 de diciembre de 2018 y 9 de enero de 2019.
TRÁMITE IMPARTIDO

La acción le correspondió por reparto al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, despacho que la admitió y dispuso el traslado a la dependencia accionada por el término de (2) días para que se vinculara a la litis, el cual trascurrió en silencio.
Llegado el día del fallo, el juzgado al advertir la omisión en la que había incurrido la entidad al no iniciar el trámite de pérdida de la capacidad laboral de actor, procedió a amparar el derecho de petición del cual es titular, ordenando a Colpensiones adelantar las acciones necesarias para determinar el estado de invalidez del actor.
Inconforme con la decisión, la entidad la recurrió demostrando haber dado respuesta a las solicitudes del señor Morales Morales e incluso, haber realizado la valoración de su estado de salud el día 11 de marzo de 2019, hecho que fue confirmado en esta Sede, según constancia que antecede, en la que se deja anotada que en tal data fue valorado el promotor de la acción.
CONSIDERACIONES

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Se configuró en la presente acción constitucional el hecho superado?

Antes de abordar la solución a los problemas jurídicos, debe precisarse que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DERECHO DE PETICIÓN

El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, el cual señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.

A su vez, la ley estatutaria 1755 de 2015, por medio de la cual fue regulado el Derecho Fundamental de Petición, en su artículo 1º sustituyó el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, en los siguientes términos:

Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

 

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

 

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”

Desde otra perspectiva, el derecho de petición implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.

Conforme con lo anterior, el titular de la petición tiene derecho a obtener, dentro de los términos legales, la correspondiente contestación, bien sea en interés particular como en el presente caso, o general. Con este derecho se busca básicamente que se brinde respuesta precisa y de fondo a lo solicitado, sin que ello implique que la contestación sea obligatoriamente en sentido positivo.

2. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que “el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”, lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.
En cuanto se refiere al debido proceso administrativo, la jurisprudencia constitucional ha precisado que es un derecho que tiene rango fundamental, ya que a través de él se busca que toda actuación administrativa se someta a las normas y a la jurisprudencia que regula la aplicación de los principios constitucionales.
3. DEL HECHO SUPERADO

Reiteradamente la jurisprudencia constitucional ha señalado que el propósito del amparo contenido en el artículo 86 de la Carta Política, se limita a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales en la medida que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares en los casos expresamente descritos en la ley. 

Así mismo, ha considerado que si durante el trámite de una acción de tutela sobrevienen hechos que hagan cesar la vulneración de los derechos fundamentales, la acción de amparo deja de ser el mecanismo apropiado y las decisiones que el juez constitucional pueda adoptar, resultarían inocuas, configurándose un hecho superado. 

En Sentencia T-022 de 2012 la Corte constitucional manifestó que, “si la situación fáctica que motiva la presentación de una acción de tutela se modifica porque cesa la acción u omisión que generaba la vulneración de los derechos fundamentales, dado que la pretensión esbozada para procurar su defensa está siendo debidamente satisfecha, y consecuentemente, cualquier orden de protección proferida sería inocua, lo procedente es que el juez de tutela declare la configuración de un hecho superado por carencia actual de objeto”.

4.   CASO CONCRETO

De acuerdo con el documento que obra a folio 9 del expediente, el día 6 de diciembre de 2018 el actor radicó en las instalaciones de Colpensiones la solicitud de calificación de pérdida de la capacidad laboral, respecto a la cual le fue indicado el procedimiento a seguir que incluye la asignación de cita, y posterior valoración por el médico laboral; sin embargo, a la fecha de presentación de la acción de tutela, esto es el 14 de febrero de 2019, no había sido agendada la fecha, mientras que el derecho de petición, presentado el 9 de enero de igual año, buscando información al respecto, tampoco había sido contestado por parte de la entidad.
La llamada a juicio, una vea notificada de la acción constitucional, procedió a asignar la cita para que el actor fuera valorado por el médico laboral el día 11 de marzo de 2019 a las 2:40 minutos de la tarde, a la cual asistió el accionante según se ve a folio 4 del cuaderno de segunda instancia.

De acuerdo con lo expuesto, si bien en principio, con la omisión de la entidad había vulneración de los derechos de petición y debido proceso de los cuales es titular el señor Morales Morales, el hecho de que dentro del presente asunto Colpensiones haya iniciado el trámite de pérdida de capacidad laboral de aquél y haya dado respuesta al derecho de petición que en ese sentido elevó, permite concluir que el objeto de la acción de tutela ha desaparecido y por ende debe declararse el hecho superado.

En ese orden de ideas, la decisión de primer grado será revocada para en su lugar declarar la improcedencia del trámite, la carencia actual de objeto por hecho superado.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira el 26 de febrero de 2019.

SEGUNDO: DECLARAR la carencia actual de objeto por hecho superado.

TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


CUARTO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES 
     ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

En compensación de Hábeas Corpus

     En uso de permiso
OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA
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